[image: image1.jpg]



Página  14
Exp.- 155/2022/1

[image: image2.jpg]


15 

Página  15
Exp.- 155/2022/1 


PRIMERA SALA UNITARIA. 

 EXP: 155/2022/1

RESOLUCIÓN DEFINITIVA. 

ACTOR: **********
AUTORIDAD DEMANDADA:

DIRECTOR GENERAL DE LOS SERVICIOS DE SALUD DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ Y OTRAS AUTORIDADES. 
MAGISTRADA:

LIC. MA. EUGENIA REYNA MASCORRO.

SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

LIC. GREGORIO CORPUS MORENO.

San Luis Potosí, S.L.P., a treinta de septiembre de dos mil veintidós.  


V I S T O S para resolver en definitiva los autos del Juicio Contencioso  Administrativo número 155/2022/1, y;
R E S U L T A N D O

I.- Por escrito presentado ante este Tribunal el tres de marzo de dos mil veintidós, compareció el ********** para demandar la nulidad de la **********
II.- Por acuerdo del ocho de marzo de dos mil veintidós, se admitió a trámite la demanda, y una vez substanciado el procedimiento en cada una de sus etapas, se fijaron las once horas con cuarenta minutos del cinco de julio del presente año para que tuviera verificativo la Audiencia a que se refiere el artículo 246 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

III.- En la fecha y hora anotadas, dio inicio la Audiencia de Ley en este juicio, sin la presencia de las partes, en el desarrollo de la audiencia se dio cuenta de las constancias de autos; en la etapa de pruebas se tuvieron por desahogadas las pruebas dada su propia y especial naturaleza, que fueron ofrecidas en tiempo y forma por las partes, después se hizo constar que no quedaron pruebas pendientes de desahogo; en la etapa de alegatos se certificó que las partes no formularon alegatos, quedando así debidamente integrado el expediente en que se actúa. Finalmente, se citó para resolver.

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- A la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 1°, 2°, 7º, fracciones I y XIII, 9°, fracción III, 24 y 35 fracción VIII, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, ya que se trata de una controversia suscitada entre un particular y autoridades municipales del Estado, donde se ejerce jurisdicción, al tratarse de una resolución negativa ficta recaída a la petición formulada por el hoy actor.
SEGUNDO.- La existencia de la resolución ********** impugnada, como lo aduce el impetrante en la parte relativa de su escrito de demanda, se encuentra plenamente configurada de conformidad con lo dispuesto en los artículos 20 y 24, fracción IV, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí del tenor siguiente:

“ARTÍCULO 20. Salvo que en otra disposición legal o administrativa de carácter general se establezca otro plazo, no podrá exceder de tres meses el tiempo para que la dependencia o entidad resuelva lo que corresponda, a no ser que se decrete la caducidad prevista en el primer párrafo del artículo 194 de este Código. 

Transcurrido el plazo aplicable, se entenderán las resoluciones en sentido negativo a la petición del promovente, a menos que en otra disposición legal o administrativa de carácter general se prevea lo contrario. A petición del interesado se deberá expedir constancia de tal circunstancia, dentro de los dos días hábiles siguientes a la presentación de la solicitud respectiva, ante quien deba resolver.”

“Artículo 24.- El plazo para presentar la demanda ante el Tribunal será: 

…

IV. En el caso de negativa ficta en cualquier tiempo, en tanto no se notifique la resolución de forma expresa.”
Del artículo transcrito en primer orden, se colige que para que se configure la negativa ficta, es necesario que exista una instancia o petición a la autoridad y que ésta no la resuelva en el plazo de tres meses. 
Transcurrido dicho plazo sin que se notifique la resolución, se entenderá que la autoridad resolvió negativamente como presunción derivada de lo dispuesto en dicho precepto. 

De esta manera, dicho precepto consagra la figura jurídica denominada negativa ficta, cuya naturaleza se centra en estimar que el silencio de la autoridad ante una instancia o petición formulada por un gobernado, extendido durante un plazo no interrumpido de tres meses, genera la presunción legal de que la autoridad resolvió de manera negativa; es decir, en forma contraria a los intereses del peticionario, circunstancia que origina su derecho procesal a interponer los medios de defensa pertinentes en contra de esa negativa tácita, o bien, a esperar a que esa autoridad dicte la resolución respectiva.

Así las cosas, el juicio contencioso administrativo que se plantea en contra de dicha negativa ficta, se puede hacer valer en cualquier tiempo, siempre y cuando no se haya notificado la resolución expresa, pues una vez notificada ésta, ya no estaríamos frente a una resolución ficta.

A foja **********del expediente en que se actúa, obra el escrito presentado por el hoy actor ante la autoridad demandada el **********, mediante el cual solicitó hacer efectivo el pago por la cantidad de **********
 Al documento de referencia, se le otorga valor probatorio pleno en los términos de los artículos 72, fracción II del Código Procesal Administrativo para el Estado, 330 y 392, del Código de Procedimientos Civiles para el Estado de San Luis Potosí, de aplicación supletoria, dado que consigna el sello de recibido de dicha autoridad y que no fue objetado en su contenido y autenticidad; instancia que a la fecha de presentación de la demanda de nulidad que dio origen al juicio en que se actúa, ********** no había sido resuelta, por lo que al haber transcurrido más de los tres meses a que se refiere el artículo 20 del Código Procesal Administrativo para el Estado, sin que la autoridad emitiera y notificara la resolución recaída a la petición formulada por la hoy actora, se encuentra plenamente configurada la resolución negativa ficta que se impugna.

Resulta aplicable, por analogía el siguiente criterio de jurisprudencia que dice: 

“NEGATIVA FICTA. LA DEMANDA DE NULIDAD EN SU CONTRA PUEDE PRESENTARSE EN CUALQUIER TIEMPO POSTERIOR A SU CONFIGURACIÓN, MIENTRAS NO SE NOTIFIQUE AL ADMINISTRADO LA RESOLUCIÓN EXPRESA (LEY DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA PARA EL ESTADO DE NUEVO LEÓN). Del artículo 46 de la ley mencionada se advierte que en el caso de la negativa ficta, el legislador sólo dispuso los derechos del administrado para demandar la nulidad de la denegada presunción al transcurrir cuarenta y cinco días después de presentada la petición, y de ampliar su demanda al contestar la autoridad administrativa; sin embargo, nada previno en dicho precepto ni en alguna otra disposición, respecto al plazo para impugnar la resolución negativa ficta una vez vencido el citado lapso. En tales condiciones, deben prevalecer en el caso los principios y los efectos que diversas legislaciones y la doctrina han precisado para que se materialice o configure la institución de mérito, a saber: 1) La existencia de una petición de los particulares a la Administración Pública; 2) La inactividad de la Administración; 3) El transcurso del plazo previsto en la ley de la materia; 4) La presunción de una resolución denegatoria; 5) La posibilidad de deducir el recurso o la pretensión procesal frente a la denegación presunta o negativa ficta; 6) La no exclusión del deber de resolver por parte de la Administración; y, 7) El derecho del peticionario de impugnar la resolución negativa ficta en cualquier tiempo posterior al vencimiento del plazo dispuesto en la ley para su configuración, mientras no se dicte el acto expreso, o bien esperar a que éste se dicte y se le notifique en términos de ley.”
En esa tesitura, en el presente caso al haber quedado plenamente configurada la negativa ficta impugnada, se actualiza la hipótesis de procedencia del juicio contencioso administrativo prevista en la fracción XIII del artículo 7°, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, en relación con la fracción I del referido precepto legal.

TERCERO.- De acuerdo con lo que precisa el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Sala Unitaria procede a analizar la personalidad y legitimación de los comparecientes en este juicio.

Suscribe la demanda **********demandando actos y respecto de la autoridad señalada.

Al respecto, debe decirse que conforme lo dispone el artículo 230 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, son partes en el juicio contencioso administrativo, entre otras, el actor y según el artículo 231 de la propia codificación, solo podrán demandar o intervenir en juicio aquellas personas que tengan un interés jurídico o legítimo que funde su pretensión, entendido aquel como un derecho subjetivo de los gobernados y éste, aquellas situaciones de hecho protegidas por el orden jurídico.

En cuanto al interés jurídico de la parte actora se encuentra plenamente acreditado, ya que el acto impugnado en el presente juicio lo constituye la resolución negativa ficta recaída al escrito presentado ********** 
De lo anterior, es evidente el interés que le asiste al actor para combatir dicha resolución ficta en el presente juicio, ya que en la misma, se resolvió de manera negativa una situación jurídica concreta en relación con su esfera de derechos, de ahí que resulta innegable que el compareciente cuenta con legitimación para demandar en el presente juicio.

En cuanto a la persona que comparece en Representación de la empresa Moral en cita, su personalidad se encuentra justificada con ********** del expediente en que se actúa.    

De igual forma, la personalidad y legitimación de la parte demandada, se encuentra debidamente acreditada en este Tribunal, al comparecer a juicio la ********** Subdirectora de Asuntos Jurídicos de los Servicios de Salud de San Luis Potosí, quien comparece en representación de la autoridad demandada en el presente juicio, acreditando el carácter con que compareció conforme a lo establecido por los párrafos segundo y tercero del numeral 220 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, mediante la copia certificada del oficio **********
Las documentales anteriormente referidas hacen prueba plena de conformidad con lo dispuesto por el artículo 72, fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí. 

CUARTO.- Previo a entrar al estudio de los conceptos de impugnación vertidos por la parte actora en el escrito de demanda, es necesario establecer si en el presente Juicio se actualiza alguna de las causales de improcedencia o sobreseimiento a que se refieren los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que sirva de base para decretar total o parcialmente el sobreseimiento del Juicio, ya sea que lo hagan valer o no las partes; toda vez que se trata de cuestiones de orden público que se tienen que estudiar de oficio, cuyo análisis es preferente al del fondo del asunto.

En ese sentido, se tiene que la autoridad demandada al momento de producir su contestación de demanda, hizo valer las causales de improcedencia y sobreseimiento previstas y señaladas por los artículos 228, fracciones XI en relación con el artículo 229 fracciones II y VIII del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, argumentando sustancialmente que los fondos de financiamiento establecidos para cubrir las erogaciones **********Señala entre otras cosas que corresponde al INSABI, un papel relevante en la garantía del derecho de protección a la salud manifiesto en el artículo 77 bis 35, párrafo segundo, de la Ley General de Salud y que como resultado de lo anterior, el Estado de San Luis Potosí, celebró un “Acuerdo de Coordinación para Garantizar la  Prestación Gratuita de los Servicios de Salud, Medicamentos y demás Insumos Asociados para las Personas sin Seguridad Social con la Secretaría de Salud del Ejecutivo Federal”.  

Que en dicho Acuerdo se estableció en el apartado D de la Cláusula Segunda, relativa a “Recursos Financieros”, en su inciso a) Ramo 12, que el INSABI ejercerá de manera directa la parte proporcional que corresponde a los “servicios transferidos” de los recursos presupuestarios federales que conforme a lo dispuesto  al artículo 77 bis 15 de la Ley General de Salud, deban asignarse a la entidad para la prestación gratuita de los servicios de salud.

Que por su parte, en el inciso b) del mismo apartado D del citado Acuerdo, relativo al Ramo 33 (Aportaciones Federales para las Entidades Federativas y Municipios sobre el Fondo de Aportaciones para los Servicios de Salud, se establece que “La entidad se obliga a aportar al INSABI, la parte proporcional de los recursos que conforme a lo dispuesto en los artículos 25, fracción II, 29, 30 y 31 de la Ley General de Coordinación Fiscal, le corresponde para apoyar el ejercicio de las atribuciones que le competen, en los términos de los artículos 3, 13 y 18 de la Ley General de Salud.

Además, que en el punto identificado como iii, se señala que el INSABI aplicará los recursos conforme a los elementos contenidos en el artículo 30 de la Ley de Coordinación Fiscal.

Que entonces, se advierte que los recursos de la “Aportación Líquida Estatal INSABI, que es la fuente de financiamiento del ********** se integra con aportaciones federales  de acuerdo a lo señalado por los artículos 77 bis 11 y 77 bis  15 de la Ley General de Salud, resultando oportuno también señalar el artículo 77 bis 16 de dicha ley.

Que de acuerdo a lo expuesto, resalta la naturaleza de los recursos de la “Aportación Líquida Estatal INSABI, que innegablemente dotan de carácter federal ********** pues dice que constituyen recursos que la Federación transfirió a la hacienda del Estado. 

Dice que conforme a lo establecido en la Ley para la Administración de las Aportaciones Transferidas al Estado y Municipios de San Luis Potosí, la cual tiene por objeto regular y coordinar las acciones relativas al ejercicio, control y evaluación de los recursos federales del Ramo 33 que para efectos de su operación se constituyen en fondos estatales, al momento de ser recibidos por el Ejecutivo del Estado, lo cierto es que dichas aportaciones no pierden el carácter de recursos federales, toda vez que el carácter de fondos estatales, es exclusivamente para efectos de su administración, asignación, distribución, ejercicio y comprobación en su caso, así como para la supervisión y el control de su correcta aplicación conforme a lo establecidos en el artículo 5° de la referida ley.

Además, señala que en virtud de las consideraciones anteriores, considera que éste Órgano Jurisdiccional carece de competencia para conocer y resolver sobre las pretensiones de la actora, ya que el contrato a que se alude fue celebrado con cargo a recursos federales, por lo que solicita se decrete el Sobreseimiento del presente juicio. (F. DE LA 58 A LA 61)                                 


Son procedentes las causales que invoca la demandada en virtud de lo siguiente: 

Al remitirnos al ********** del expediente en que se actúa y al que se le otorga valor probatorio pleno en los términos de los artículos 72, fracción II del Código Procesal Administrativo para el Estado, 330 y 392, del Código de Procedimientos Civiles para el Estado de San Luis Potosí, de aplicación supletoria, se advierte a foja 36, en el apartado de DECLARACIONES, particularmente en la identificada con el número 1.5,  se estableció que “**********
Además de lo anterior, la CLAUSULA 14 señala de manera expresa las “Modificaciones al contrato” y que dice que “Toda variación o modificación en los términos del contrato, deberá de efectuarse mediante enmienda escrita firmada por las partes.”
Pues bien, como ha sido señalado con antelación, la celebración del citado contrato lo fue **********
Posterior a la firma, ********** y al que se le concede valor probatorio pleno en los términos de los artículos 72, fracción II del Código Procesal Administrativo para el Estado, 330 y 392, del Código de Procedimientos Civiles para el Estado de San Luis Potosí.

En dicho Convenio, se establecieron nuevas CLAUSULAS, dentro de las que destaca la segunda de ellas, identificada como “DE LA MODIFICACIÓN A LAS FUENTES DE FINANCIAMIENTO”  y en la que quedo establecido que:

“**********
Dicha modificación a la fuente de financiamiento del citado contrato, fue aceptada, inclusive firmada de conformidad por parte de la hoy actora, tan es así que en la Cláusula TERCERA, denominada  CONFORMIDAD, quedó señalado que:

“EL PROVEEDOR” EXPRESA SU CONFORMIDAD CON LA MODIFICACIÓN OBJETO DE ESTE INSTRUMENTO DE DERECHO, MODIFICANDO ASÍ “EL CONTRATO PRINCIPAL” Y SE OBLIGA A CUMPLIR DE IGUAL FORMA CON LO ORIGINALMENTE PACTADO.”


En lo que respecta a la CLAUSULA CUARTA del citado convenio fue señalado lo siguiente: 

**********

Así mismo, en la parte reversa del documento en mención, se aprecia la firma de los que en él intervinieron como lo son:

         “SSSLP“                                           “EL PRESTADOR DEL SERVICIO”

EL DIRECTOR DE ADMINISTRACIÓN                 EL APODERADO LEGAL.

__________________________________   _____________________________

**********
En esas condiciones, al apreciarse de manera clara y concreta la voluntad de las partes para haber llevado a cabo tanto la celebración **********  a dicho contrato, tal voluntad de los contratantes, es la máxima fuente legal, ya que tal voluntad no es ni puede ser una prestación de hecho, porque es propia y reconocida por los contratantes   
Entonces, al haber quedado de manifiesto la voluntad de los que intervinieron, se tiene que en el citado Convenio celebrado entre ambas partes, la Fuente de Financiamiento de la que derivaron los recursos con los que se llevó a cabo el contrato lo fue del “ INSABI APORTACIÓN LÍQUIDA ESTATAL 2020.”

Ahora bien, como ya fue señalado por la demandada, corresponde al INSABI un papel relevante en la garantía del derecho de protección a la salud manifiesto, ya que mediante su creación en la Ley General de Salud, particularmente en el artículo 77 bis 35, párrafo segundo, dicha Institución tiene por objeto proveer y garantizar la prestación gratuita de servicios de salud, medicamentos y demás insumos asociados a las personas sin seguridad social, así como impulsar, en coordinación con la Secretaría de Salud en su calidad de órgano rector, acciones orientadas a lograr una adecuada integración y articulación de las instituciones públicas del Sistema Nacional de Salud.

Aunado a lo anterior, es cierto que el Estado de San Luis Potosí, celebró un “Acuerdo de Coordinación para Garantizar la Prestación Gratuita de los Servicios de Salud, Medicamentos y demás Insumos Asociados para las Personas sin Seguridad Social con la Secretaría de Salud del Ejecutivo Federal, el cual fue aportado por la demandada y que obra a fojas de la 88 a la 101 del expediente en que se actúa.

En el apartado D de la Cláusula Segunda del citado acuerdo, relativa a “Recursos Financieros”, en su inciso a) ramo 12, se encuentra señalado que el INSABI ejercerá de manera directa la parte proporcional que corresponde a los “servicios transferidos” de los recursos presupuestarios federales que conforme a lo dispuesto al artículo 77 bis 15 de la Ley General de Salud, deban asignarse a la entidad para la prestación gratuita de los servicios de salud.

Dentro de ese mismo apartado D, en el inciso b) relativo al Ramo 33 (Aportaciones Federales para las Entidades Federativas y Municipios) sobre el Fondo de Aportaciones para los Servicios de Salud, fue señalado que “La entidad, o sea, el Estado de San Luis Potosí, se obligó a aportar al INSABI, la parte proporcional de los recursos que conforme a lo dispuesto en los artículos 25, fracción II, 29, 30 y 31 de la Ley General de Coordinación Fiscal, le corresponde para apoyar el ejercicio de las atribuciones que le competen, en los términos de los artículos 3, 13 y 18 de la Ley General de Salud.
Entonces, es cierto, que los recursos de la “Aportación Líquida Estatal INSABI, que es la fuente de financiamiento del ********** se integran con aportaciones federales  de acuerdo a lo señalado por los artículos 77 bis 11 y 77 bis 15 de la Ley General de Salud. 

Los citados artículos se encuentran dentro el Capítulo III, Del financiamiento de la prestación gratuita de servicios de salud, medicamentos y demás insumos asociados de la ley de la materia y que al respecto establecen lo siguiente:  

Artículo 77 bis 11.- La prestación gratuita de servicios públicos de salud, medicamentos y demás insumos asociados será financiada de manera solidaria por la federación y por las entidades federativas en términos de la presente Ley y sus disposiciones reglamentarias.

Artículo 77 bis 15. El Gobierno Federal transferirá a los gobiernos de las entidades federativas los recursos para la prestación gratuita de servicios de salud, medicamentos y demás insumos asociados para las personas que no gocen de los beneficios de las instituciones de seguridad social, de acuerdo con las disposiciones reglamentarias que se emitan y los acuerdos de coordinación que se celebren.

La transferencia de recursos a que se refiere el párrafo anterior, podrá realizarse en numerario directamente a las entidades federativas, en numerario mediante depósitos en las cuentas que para tal fin constituyan los gobiernos de las entidades federativas, en la Tesorería de la Federación o en especie, conforme a los lineamientos que para tal efecto emitan la Secretaría de Salud y la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, en el ámbito de sus respectivas competencias, y se sujetará a lo siguiente:

I. La transferencia de los recursos en numerario que se realice directamente a las entidades federativas, se hará por conducto de sus respectivas tesorerías, en los términos que determinen las disposiciones reglamentarias de esta Ley y demás disposiciones aplicables;

II. La Tesorería de la Federación, con cargo a los depósitos a la vista o a plazos a que se refiere este artículo, podrá realizar pagos a terceros por cuenta y orden de los gobiernos de las entidades federativas, quedando éstas obligadas a dar aviso de las disposiciones que realicen con cargo a estos depósitos a la tesorería de su entidad para los efectos contables y presupuestarios correspondientes, y

III. Los recursos en especie serán pactados anualmente con los gobiernos de las entidades federativas y entregados a las mismas, por conducto de sus servicios estatales de salud, quedando estos últimos obligados a dar aviso de dicha entrega a la tesorería de su entidad para los efectos contables y presupuestarios correspondientes.

 

Cuando un beneficiario de la prestación gratuita de servicios de salud, medicamentos y demás insumos asociados, sea atendido en cualquier establecimiento de salud del sector público de carácter federal, la Secretaría de Salud canalizará directamente a dicho establecimiento el monto correspondiente a las intervenciones prestadas, sujetándose para ello a los lineamientos que para tal efecto emita la propia Secretaría.

Al respecto, lo citados artículos establecen entre otras cosas que la prestación gratuita de servicios públicos de salud, medicamentos y demás insumos asociados, será financiada de manera solidaria por la federación y por las entidades federativas en términos de la ley en cita, además de señalar la manera en que el Gobierno Federal transferirá a los gobiernos de las entidades federativas los recursos para la prestación gratuita de servicios de salud, entre otras cosas.

De ahí que los recursos de la “Aportación Líquida Estatal INSABI, la fuente de financiamiento del **********, se integren con aportaciones federales. 
Por otra parte, es importante señalar que el fundamento de los contratos de las adquisiciones, arrendamientos y enajenaciones de todo tipo de bienes, prestación de servicios de cualquier naturaleza celebrados con entidades y Municipios, pero con cargo a recursos federales, se encuentra en el artículo 134 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; el desarrollo reglamentario de esta disposición se encuentra fundamentalmente en dos ordenamientos, a saber, la Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios del Sector Público, así como en la Ley de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las Mismas, de los que se destaca que en términos similares, son aplicables a las entidades federativas, los Municipios y los entes públicos de unas y otros, con cargo total o parcial a recursos federales, conforme a los convenios que celebren con el Ejecutivo Federal.
Entonces, las aportaciones federales no se encuentran sujetas a la libre administración hacendaria estatal por tratarse de recursos de naturaleza federal que destinan y supervisan las autoridades federales, puesto que éstas se rigen por disposiciones de carácter federal, ya que tales aportaciones se entregan mediante convenios entre la Federación y los Estados.
Así, de acuerdo a lo señalado en el artículo 25 de la Ley de Coordinación Fiscal en relación con el artículo 29 de dicha ley, dispone el destino que en forma específica debe darse a tales recursos, por lo que para una mayor claridad se transcriben tales preceptos que en su parte conducente dicen lo siguiente:
“Artículo 25.- Con independencia de lo establecido en los capítulos I a IV de esta Ley, respecto de la participación de los Estados, Municipios y el Distrito Federal en la recaudación federal participable, se establecen las aportaciones federales, como recursos que la Federación transfiere a las haciendas públicas de los Estados, Distrito Federal, y en su caso, de los Municipios, condicionando su gasto a la consecución y cumplimiento de los objetivos que para cada tipo de aportación establece esta Ley, para los Fondos siguientes: 

I….” 
II. Fondo de Aportaciones para los Servicios de Salud. 
Artículo 29.- Con cargo a las aportaciones que del Fondo de Aportaciones para los Servicios de Salud les correspondan, los Estados y el Distrito Federal recibirán los recursos económicos que los apoyen para ejercer las atribuciones que en los términos de los artículos 3o., 13 y 18 de la Ley General de Salud les competan. 

En conclusión, las aportaciones federales son fondos de naturaleza netamente federales que, a pesar de que  ingresan a las haciendas estatales y municipales, no forma parte de su régimen de libre administración hacendaria, por lo que entonces, los estados únicamente ejecutan la aplicación de dicho recursos en los rubros previamente determinados por las disposiciones federales, cuya regulación y fiscalización se encuentran previstas en las normas federales, ya que se trata de fondos que provienen de recursos económicos que el Gobierno Federal puede disponer, al encontrarse dentro de su hacienda y que en el ejercicio de la libertad hacendaria decide transferir a los Estados para que estos, ejecuten su aplicación en los rubros para los cuáles fueron destinados y respecto los cuáles la Federación conserva su facultad fiscalizadora, por lo que con posterioridad a que tales fondos son transferidos, estos conservan su naturaleza federal.
En el entendido de que las aportaciones federales están comprendidas dentro de la Hacienda Pública Federal, respecto de la cual rige el principio de libre administración hacendaria federal, dado que como ya fue mencionado con antelación, forman parte de los recursos económicos que dispone el Gobierno Federal.
Lo anterior no se contrapone al hecho de que la Ley para la Administración de las Aportaciones Transferidas al Estado y Municipios de San Luis Potosí, regule y coordine las acciones relativas al ejercicio, control y evaluación de los Recursos Federales del Ramo 33, pues ello se realiza dentro el marco de coordinación fiscal que prevé el artículo 49 de la mencionada Ley de Coordinación Fiscal, en donde se confiere la administración y ejercicio de las aportaciones  federales a los Gobiernos de las Entidades Federativas conforme a sus propias leyes.

Conviene destacar que la parte actora señala de forma expresa que la pretensión que deduce en juicio, es una sentencia definitiva en la que se decrete  ********** dirigido al Director de Administración de los Servicios de Salud de San Luis Potosí, reconociéndosele la legitimación del derecho de cobro y pago del adeudo, mismo que derivó **********así como el cobro de los gastos financieros generados por la falta de pago de conformidad con el artículo 51 párrafo segundo de la Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios del Sector Público.     (F 06)  
El artículo de la ley en cita señala lo siguiente:

Artículo 51. La fecha de pago al proveedor estipulada en los contratos quedará sujeta a las condiciones que establezcan las mismas; sin embargo, no podrá exceder de veinte días naturales contados a partir de la entrega de la factura respectiva, previa entrega de los bienes o prestación de los servicios en los términos del contrato. 

En caso de incumplimiento en los pagos a que se refiere el párrafo anterior, la dependencia o entidad, a solicitud del proveedor, deberá pagar gastos financieros conforme a la tasa que será igual a la establecida por la Ley de Ingresos de la Federación en los casos de prórroga para el pago de créditos fiscales. Dichos gastos se calcularán sobre las cantidades no pagadas y se computarán por días naturales desde que se venció el plazo pactado, hasta la fecha en que se pongan efectivamente las cantidades a disposición del proveedor.

Apreciando que la pretensión de la demandada en cuanto al cumplimiento del pago del  adeudo  del contrato en cita, lo fundamentó en la Ley Federal de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios del Sector Público, aceptando con ello que la fuente de financiamiento del citado contrato lo es con Recursos Federales.        
  Por otro lado, si bien la fracción XIII del artículo 7º de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa del Estado de San Luis Potosí, establece la competencia de este Tribunal para conocer respecto a negativa ficta para los casos que estipula el citado numeral,  lo cierto es, que la fracción IX del mismo numeral establece que este Tribunal, tiene competencia para conocer de los juicios que se promuevan en contra de los “actos que se originen por fallos en licitaciones públicas y la interpretación y cumplimiento de contratos públicos, de obra pública, adquisiciones, arrendamientos y servicios celebrados por las dependencias y entidades de la Administración Pública Estatal y Municipal centralizada y paraestatal; así como, las que estén bajo responsabilidad de los entes públicos estatales y municipales, cuando las disposiciones aplicables señalen expresamente la competencia del Tribunal” así, toda vez que la negativa ficta que se impugna en el presente juicio recae en el cumplimiento de un  contrato con  cargo a recursos federales, esta Sala resulta ser incompetente para conocer del presente asunto, ya que lo que define la competencia para conocer del mismo, lo es que la solicitud presentada recae en el cumplimiento de un contrato con recursos de carácter federal, por los motivos y razones que han quedado expuestos en esta resolución.

En esas condiciones, se considera que este Tribunal Estatal de Justicia Administrativa del Estado, carece de competencia para conocer y resolver respecto de la Negativa Ficta recaída al escrito que presentó el entonces promovente ante la demandada Servicios de Salud del Estado de San Luis Potosí, mediante el cual solicitó hacer efectivo el pago por la cantidad **********
En conclusión, con base en los numerales 228 fracción XI y 229 fracciones II y VIII, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en relación con el artículo 7º fracción IX de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, se decreta el SOBRESEIMIENTO del presente juicio, al carecer este Tribunal de competencia para pronunciarse respecto de la Negativa Ficta que hace valer la actora ya que de hacerlo, sin tener facultades para ello, vulneraría las garantías de legalidad y de seguridad jurídica derivadas del primer párrafo del artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y cuya inobservancia conduciría a que fuese inválido lo resuelto.
Por lo expuesto y fundado es de resolverse y se;

R E S U E L V E

PRIMERO.- Se decreta SOBRESEIMIENTO del presente juicio, dada la incompetencia de este Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, para conocer de la presente controversia, de acuerdo a los razonamientos expuestos en el considerando cuarto de la presente resolución.
SEGUNDO.- Notifíquese. 

ASÍ, lo resolvió y firma la Magistrada Titular de la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciada MA. EUGENIA REYNA MASCORRO, quien actúa con el Secretario de Acuerdos, Licenciado ANTONIO MARTÍNEZ PORTILLO, que autoriza y da fe.- CONSTE.

"Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3° fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 82, 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y el noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí.

� 2a./J. 164/2006, aprobada por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, visible en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXIV, Diciembre de 2006, Página 204.





